Tutela de 2ª Instancia
Accionante: Héctor Ivan Agudelo Sánchez en representación de 

Andrés Felipe Agudelo Estudillo
Accionado: INPEC
Asunto: Se abstiene de tramitar impugnación


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación. 
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Temas:


 TUTELA INTERPUESTA POR AGENTE OFICIOSO / FALTA DE LEGITIMACIÓN POR ACTIVA / DEFENSA DEBIÓ EJERCERSE A TRAVÉS DE LA OFICINA JURÍDICA DEL ESTABLECIMIENTO CARCELARIO. / SE ABSTIENE DE DAR TRÁMITE / “[E]s claro que en principio la misma debe ser interpuesta por la persona afectada por cuanto lo que se busca es la protección de sus derechos fundamentales que son personalísimos, y en este asunto en particular, quien debió acudir al juez constitucional de manera directa era el señor Andrés Felipe Agudelo Astudillo, a menos que este hubiera acreditado dentro de la foliatura su imposibilidad para hacerlo, evento en el cual sí podría admitirse que fueran agenciados en forma oficiosa. De lo relatado por el señor Héctor Iván Agudelo Sánchez y de las pruebas que obran en del expediente, no se desprende que el señor Andrés Felipe Agudelo Estudillo estaba imposibilitado para intentar directamente la defensa de sus intereses en un trámite como la demanda de amparo, aun cuando el mismo se encuentre confinado en la cárcel de varones del municipio de Acacías, Meta, toda vez que tal acción constitucional la puede ejercer la población carcelaria a través de la oficina jurídica del establecimiento en donde se encuentre recluida.”.
Citación jurisprudencial: CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-1020 de 2003.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Auto del 30 de mayo de 2013, MP. GUSTAVO ENRIQUE MALO FERNÁNDEZ.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, once (11) de noviembre de dos mil dieciséis (2016)
Proyecto aprobado por Acta No.1038
Hora: 8:00 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el señor Héctor Iván Agudelo Sánchez, quien dijo actuar como agente oficioso de su hijo Andrés Felipe Agudelo Estudillo, en contra del fallo proferido por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas. 
2. SÍNTESIS DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1 El señor Héctor Iván Agudelo Sánchez  manifestó que actuaba como agente oficioso de su hijo, señor Andrés Felipe Agudelo Estudillo, quien se encuentra condenado a la pena de 114 meses de prisión por los delitos de porte ilegal de armas de fuego agravado y homicidio. 
Narró que su hijo Andrés Felipe Agudelo Estudillo se encontraba detenido en la Cárcel de varones de Cartago desde el 30 de abril de 2013 y hasta el 20 de febrero del año en curso, fecha en la cual fue traslado al establecimiento penitenciario de Acacías, Meta.  Desde entonces, se han realizado las gestiones pertinentes ante el INPEC, en el centro carcelario de Cartago y la Defensoría del Pueblo de Pereira, con el fin de obtener el traslado del señor Agudelo Estudillo a un centro carcelario cerca a su hogar, toda vez que sus padres no han podido viajar a visitarlo por no cuentan con los recursos económicos para sufragar los gastos de trasporte y alojamiento en esa localidad, ya que derivan su sustento del salario que devenga como empleado de una vidriera. 

Señaló que su hijo Andrés Felipe Agudelo Estudillo no fue notificado de su traslado y tampoco dieron aviso del mismo a sus familiares.  Por lo tanto, no tienen conocimiento de la resolución que dispuso dicho traslado, frente a la cual puedan interponer los recursos legales.
Aseguró que su hijo Andrés Felipe Agudelo se encuentra delicado de salud debido a la gastritis crónica que padece, y aclaró que no allegaba copia de la historia clínica de su consanguíneo, ya que no contaba con el dinero para viajar a obtenerla. 
2.2. En el acápite de pretensiones solicitó que se ordenara a la Cárcel de Acacías, Meta trasladar a Andrés Felipe Agudelo Estudillo a un centro penitenciario cercano a su lugar de residencia con fines de acercamiento familiar. 
2.3. Al escrito de tutela anexó copia de la cédula de ciudadanía del señor Andrés Felipe Agudelo Estudillo y de la sentencia del 9 de diciembre de 2013 proferida por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira. 

2.4. El Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas asumió el conocimiento del presente amparo, al cual se vincularon el INPEC, y los Centros Penitenciario y Carcelarios de Acacías, Meta y de Cartago. 

3. RESUMEN DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA 
3.1. ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD Y CARCELARIO DE CARTAGO

La Directora de ese reclusorio adujo que la situación jurídica del interno Agudelo Estudillo es tal y como se expuso en la demanda, y que dicho interno se encontraba detenido en ese establecimiento penitenciario debido al hacinamiento en la cárcel de Pereira. 
Una vez la situación jurídica del “sindicado” para a la de “condenado”, el INPEC realiza una verificación en las bases de datos, con base en el quantum de la pena impuesta y las facultades discrecionales que le otorga la Constitución Política y la Ley, procede a resolver, aprobar, denegar o a disponer los traslados. 

Ese centro penitenciario fue objeto de una acción de tutela interpuesta por los mismos internos debido al alto grado de hacinamiento.  

Las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se dan los traslados de los internos, las mismas se encuentran establecidas por el INPEC, y se dirigen a garantizar la seguridad del recluso y del personal de la institución, ya que se puede filtrar información sobre aquellos procedimientos  y de esta manera se evita posibles fugas, ataques de terceros que presentan agredir, lesionar o dar muerte a alguno de los reclusos o a los funcionarios que los escoltan. 

Tal y como se lo han informado al actor, el INPEC se encuentra facultado para realizar el traslado de los condenados a los diferentes centros carcelarios del territorio nacional. 

Si bien es cierto los familiares del señor Andrés Felipe Agudelo no cuentan con los recursos para realizar una visita a su consanguíneo,  también lo es que en la actualidad existen avances tecnológicos que permiten las visitas virtuales, previo agotamiento de los requisitos, los cuales le pueden ser indicados en cualquiera de los centros penitenciarios. 
La notificación del acto administrativo que dispone el traslado no se realiza para evitar situaciones como las aludidas con anterioridad. 

Cada uno de los centros carcelarios garantiza el acceso a la salud a sus internos a través de Fiduconsorcio PPL, a quienes se les presta los servicios y la atención que requieran. 
Al ciudadano Agudelo Estudillo no se le han vulnerado sus derechos fundamentales ya que el INPEC tiene la facultad de disponer los sitios de reclusión de la población carcelaria. 
El traslado del señor Andrés Felipe Agudelo se realizó con base en la orden emitida por la Dirección Nacional del INPEC a través de la resolución Nro. 900658 del 18 de febrero de 2016. 
El INPEC como entidad encargada de del cuidado y supervisión de los condenados y sindicados, tiene la facultad de limitar el derecho a la unidad familiar con base en los criterios de razonabilidad y oportunidad, dando prevalencia a los derechos a la vida, la convivencia, la igualdad y la justicia en relación con el interés general. 

Solicitó que se desvinculara a esa entidad del presente trámite, y que se declarara la improcedencia del amparo incoado ya que el procedimiento agotó el lleno de los requisitos legales y el INPEC contaba con la discrecionalidad de disponer del traslado del actor. 

Allegó copia de la resolución Nro. 900658 del 18 de febrero de 2016 proferida por el Director General del INPEC; y del oficio del 28 de noviembre de 2014 expedido por la personería municipal de Cartago.  

3.2 DIRECCIÓN GENERAL DEL INPEC

El Coordinador del Grupo de Tutelas luego de indicar la normativa sobre los traslados de las personas condenadas y la jurisprudencia constitucional que hace referencia al respecto, concluyó lo siguiente: i) que en el presente caso no es procedente la acción de tutela; ii) la Dirección General del INPEC no está vulnerando los derechos fundamentales invocados del privado de la libertad Andrés Felipe Agudelo Estudillo; iii) el Juez de tutela no está facultado para ordenar el traslado del privado de la libertad, señor Agudelo Estudillo a otro establecimiento de reclusión; iv) la Dirección General del INPEC es la entidad facultada para ordenar el traslado del privado de la libertad, de conformidad con el artículo 75 del Código Penitenciario y Carcelario; v) la Constitución Política prohíbe a las autoridades públicas ejercer funciones diferentes a las atribuidas por ella o la ley; vi) la imposición de la pena de prisión, por su naturaleza implica una separación entre el afectado y su núcleo familiar. 
Por lo tanto, solicitó declarar improcedentes las pretensiones del accionante respecto de la Dirección General del INPEC, por cuanto no se configura la violación sus derechos fundamentales. 
Anexó copia de la cartilla biográfica del interno. 

3.3 El establecimiento penitenciario y carcelario de Acacías, Meta no dio respuesta al requerimiento del despacho.  
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 21 de septiembre de 2016 el Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, resolvió declarar improcedente el amparo solicitado en consideración a que corresponde al Director del INPEC la determinación del establecimiento penitenciario donde debe llevarse a cabo el cumplimiento de la pena impuesta al señor Andrés Felipe Agudelo Estudillo (folios 66-76).

El señor Héctor Iván Agudelo Sánchez fue notificado del fallo de tutela de primera instancia el 23 de septiembre de 2016 (folio 78).

5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

El señor Héctor Iván Agudelo Sánchez consideró que de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, si bien era cierto que el INPEC tenía la discrecionalidad de realizar los traslados de los internos, la misma no podía ser caprichosa ni arbitraria máxime cuando se encuentran de por medio los derechos fundamentales de un interno. 

El actor y su consanguíneo no conocen del contenido del acto administrativo mediante el cual se dispuso el traslado del señor Agudelo Estudillo, señalando esa resolución había nacido en la vida jurídica pero que la misma no tenía un estudio juicioso de los motivos que llevaron al traslado del interno. 

El INPEC cuando profirió el acto administrativo, no realizó un estudio sobre el acercamiento familiar. 

Los padres del señor Andrés Felipe Agudelo Estudillo en unos pocos años serán personas de la tercera edad. No han visto a su hijo desde el mes de febrero de 2016, por lo que considera que el INPEC debía realizar un estudio minuciosos para disponer del traslado de ese interno, pues sus progenitores no cuentan con los recursos para viajar a visitar al condenado ya que los ingresos son destinados para su manutención. 

El A quo debió haber llamado al accionante y a su esposa para indagar respecto a su capacidad económica. 

El señor Héctor Iván Agudelo y su esposa no están en capacidad de realizar una visita a su hijo a través de medios virtuales, por cuanto tienen estudios académicos para ello. 

Solicitó que se revocara el fallo de primer nivel y en su lugar se ordenara el traslado de Andrés Felipe Agudelo a una cárcel cercana al lugar de residencia de su grupo familiar. 

6. CONSIDERACIONES 
6.1.  Sería del caso entrar a revisar la decisión de primer grado ante la impugnación presentada en contra de la misma por el señor Héctor Iván Agudelo Sánchez, sino fuera porque en el presente caso la Sala advierte un defecto que está relacionado con la legitimidad por activa, ya que no es procedente la figura de la agencia oficiosa como a continuación se entrará a verificar.

6.2. El artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 dispuso: 
“La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.
También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud. 
También podrá ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.” (Subrayas propias)
 

6.3. Significa entonces que el Decreto 2591 de 1991 consagró la posibilidad de presentar la acción de tutela como agente oficioso y frente a este evento, es necesario recordar que cualquier persona puede actuar en esta calidad siempre y cuando se cumplan los siguientes presupuestos: “(i) que exista una manifestación del agente oficioso en el sentido de que actúa como tal; (ii) que efectivamente el titular del derecho fundamental no esté en condiciones físicas o mentales para promover su propia defensa; (iii) que siempre que sea posible exista una ratificación oportuna por parte del titular del derecho respecto a los hechos y pretensiones de la acción”
.   
6.4. Igualmente,  la Corte Constitucional ha reiterado lo siguiente en cuanto a la legitimación por activa y agencia oficiosa
:

“(…) Con relación a la interposición de la acción de tutela a través de un agente oficioso, este Tribunal ha indicado que opera cuando el titular del derecho no puede asumir su defensa personalmente. Tiene como finalidad garantizar la protección y eficacia de los derechos fundamentales del agenciado, al admitir que un tercero interponga la acción y actúe en su favor sin que medie poder. 

En este sentido, la Corte ha reiterado que en la presentación de la solicitud de amparo por parte de agente oficioso deberá verificarse que el agente oficioso manifieste actuar en tal sentido; y que de los hechos que fundamentan la acción se infiera que el titular de los derechos fundamentales presuntamente conculcados se encuentra en situación física o mental que le impida la interposición directa de la acción[1]. En todo caso, el juez constitucional deberá analizar el cumplimiento de estos requisitos a la luz de las circunstancias particulares del caso puesto a su consideración[2].

 En relación con la manifestación del agente oficioso de actuar como tal, puede ser expresa o tácita. De esta forma, se ha considerado válida la agencia oficiosa cuando de los hechos narrados en el escrito de tutela se deduzca la calidad en la que actúa la persona que presenta la acción.

En cuanto a la imposibilidad para promover la defensa se ha reconocido que pueda ser de tipo físico o mental; o puede derivarse de otras circunstancias como el aislamiento geográfico o la situación de especial marginación o indefensión[3]. (Subrayas nuestras)

6.5. No obstante la informalidad y subsidiariedad de la acción de tutela, es claro que en principio la misma debe ser interpuesta por la persona afectada por cuanto lo que se busca es la protección de sus derechos fundamentales que son personalísimos, y en este asunto en particular, quien debió acudir al juez constitucional de manera directa era el señor Andrés Felipe Agudelo Astudillo, a menos que este hubiera acreditado dentro de la foliatura su imposibilidad para hacerlo, evento en el cual sí podría admitirse que fueran agenciados en forma oficiosa.

6.6. De lo relatado por el señor Héctor Iván Agudelo Sánchez y de las pruebas que obran en del expediente, no se desprende que el señor Andrés Felipe Agudelo Estudillo estaba imposibilitado para intentar directamente la defensa de sus intereses en un trámite como la demanda de amparo, aun cuando el mismo se encuentre confinado en la cárcel de varones del municipio de Acacías, Meta, toda vez que tal acción constitucional la puede ejercer la población carcelaria a través de la oficina jurídica del establecimiento en donde se encuentre recluida. Sobre el particular, la Corte Suprema de Justicia en decisión del 30 de mayo de 2013,  M.P. Dr. Gustavo Enrique Malo Fernández, rechazó una acción de tutela de primera instancia, en la que se presentó un caso con similares características al que nos ocupa (persona detenida), expresó:
“De entrada, se observa que a la demandante no le asiste ningún tipo de representación que la legitime para actuar en nombre del señor Torres Roure, al paso que tampoco demuestra tener la condición de agente oficioso, pues según la jurisprudencia, esta figura opera cuando “… el titular del derecho no esté en condiciones de promover su propia defensa. Condición que, como es lógico, no basta afirmar sino que es menester demostrar” (Sentencia SU.1023/01).

Recordemos que la acción de tutela se encuentra a disposición de todas las personas sin importar su condición –artículo 86 de la Constitución Política- y ello cobija, incluso, a las que, por diferentes circunstancias, están privadas de la libertad, como lo ha dicho la Corte Constitucional:

“Si bien es cierto que la condición de prisionero determina una drástica limitación de los derechos fundamentales, dicha limitación debe ser la mínima necesaria para lograr el fin propuesto. Toda limitación adicional debe ser entendida como un exceso y, por lo tanto, como una violación de tales derechos. La órbita de los derechos del preso cuya limitación resulta innecesaria, es tan digna de respeto y su protección constitucional es tan fuerte y efectiva como la de cualquier persona no sometida a las condiciones carcelarias. Los derechos no limitados del sindicado o del condenado, son derechos en el sentido pleno del término, esto es, son derechos dotados de poder para demandar del Estado su protección.” –Sentencia T-900 de 2005-.

En ese orden de ideas, la mera circunstancia que el presunto afectado se encuentre detenido, no le impide acudir directamente ante el juez de tutela, pues para tal efecto los Establecimientos Penitenciarios tienen oficinas de asistencia jurídica que bien pueden facilitarle tal labor.”  (Subrayas nuestras)
6.7. De conformidad con lo acabado de resaltar, la Sala concluye que el señor Héctor Iván Agudelo Sánchez quien dijo obrar como agente oficioso del señor Andrés Felipe Agudelo Estudillo, no estaba habilitado para presentar la acción de tutela y en tal sentido, el juez de primer grado debió rechazar la demanda de amparo interpuesta por el citado ciudadano.  A su vez, la misma falta de legitimación del accionante hace que no tenga interés legítimo para impugnar el fallo de tutela de primera instancia. 
Como consecuencia de lo anterior, esta Sala se abstiene de dar trámite al recurso de apelación interpuesto por el señor Héctor Iván Agudelo Sánchez.

DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 
RESUELVE 

PRIMERO: ABSTENERSE DE DAR TRÁMITE a la impugnación propuesta por el señor Héctor Iván Agudelo Sánchez  en contra de la sentencia proferida el 21 de septiembre de 2016 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, por falta de legitimación.
SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria

� Corte Constitucional sentencia T-1020 /2003 M.P. Jaime Córdoba Treviño   


� Corte Constitucional sentencia 
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